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Desplazados se justifican 

Los desplazados del sur de Bolívar y del nororiente de Antioquia justifican sus 

peticiones. Aseguran que buscan eliminar lo que llaman terrorismo de Estado, que 

durante dos décadas ha golpeado al Magdalena medio. 

 

La eliminación del fuero militar, penalización de la desaparición forzada, juzgamiento 

de delitos de lesa humanidad por un tribunal internacional, desmonte de las Convivir, 

informes públicos sobre las investigaciones realizadas desde 1990 contra militares 

implicados en violación de derechos humanos y de las operaciones contra los 

paramilitares en el Magdalena medio, hacen parte del primer punto que negocian con el 

Gobierno.  

 

Los críticos del movimiento, que desde hace un mes y medio concentra a más de 6.000 

campesinos en varios colegios de Barranca, argumentan que es un pliego manipulado 

por la guerrilla. Los campesinos se defienden.  

 

Si cerca de 18.000 muertes, sin contar las masacres, no amerita el éxodo sino que sirve 

de excusa para que nos tilden de guerrilleros, no vemos cómo el Gobierno puede 

adelantar un proceso de paz, dijo Andrés Gil.  

 

El, Edgar Quiroga y Libardo Traslaviña están al frente del movimiento y aseguran que 

todas sus peticiones tienen coherencia y relación con el éxodo.  

 

Gil explicó que más de 40.000 personas han sido asesinadas en el Magdalena medio y 

no hay un solo caso resuelto y que la arremetida paramilitar se intensificó y ahora son 

más los muertos, los desplazados y las poblaciones afectadas y menos las garantías para 

volver a sus tierras.  

 

Respecto de la petición de destitución de varios comandantes del Ejército en la región, 

dijeron que tienen suficientes pruebas para demostrar la implicación de varios militares 

con los grupos paramilitares que operan allí.  

 

Pese a las graves denuncias que hemos hecho, no ha habido una sola intervención por 

parte del Ejército contra los paramilitares o la intención de hacerlos respetar a la 

población civil para que las familias desplazadas tengamos las garantías que exigimos 

para regresar, manifestó Gil.  

 

El viceministro del Interior, Jorge Mario Eastman, dijo que el Gobierno reitera su lucha 

indeclinable por la defensa de los derechos humanos, porque no quede impune ningún 

delito y por condenar cualquier eventual asociación de miembros de la Fuerza Pública 

con grupos ilegales 


